	 

	En la ciudad de Buenos Aires, capital de la República Argentina, a 
la Sala de Acuerdos los señores miembros integrantes de este Tribunal, a fin de considerar el recurso interpuesto contra la sentencia apelada, se procede a oír las opiniones de los presentes en el orden de sorteo practicado al efecto, resultando así la siguiente exposición de fundamentos y votación: 

El doctor Héctor C. Guisado dijo: 

I.- Las presentes actuaciones llegan a conocimiento de este Tribunal con motivo de las apelaciones que dedujeron la parte actora (a fs. 619/627) y TIRO FEDERAL ARGENTINO ASOCIACIÓN CIVIL (a fs. 616/617) contra la sentencia definitiva de fs. 610/613, que rechazó en su totalidad la acción por daños y perjuicios fundada en el derecho civil, cuyas réplicas respectivas obran a fs. 640/641vta., fs. 647 y fs. 648/657vta. 

Por su parte, los peritos contador (a fs. 614), médico psicólogo (a fs. 636) y calígrafo (a fs. 638/vta.) cuestionan la regulación de sus respectivos honorarios por estimarlos reducidos en relación con la labor desarrollada por cada uno de ellos en estos actuados, mientras que la parte actora apela los emolumentos regulados a la totalidad de los profesionales intervinientes, por estimarlos elevados (v. fs. 626, cuarto agravio). 

II.- Para arribar a la solución indicada precedentemente la Sra. Jueza a quo tuvo en cuenta, en síntesis, que: a) en la audiometría acompañada al iniciar la acción y en el dictamen médico producido en autos consta que las respuestas y reacciones que brindó el actor en ambas ocasiones al ser examinado no son confiables; b) del examen médico preocupacional practicado al demandante previamente al inicio del vínculo surge que aquél padecía una hipoacusia leve, conforme también le había sido notificado en ese entonces al trabajador; c) el experto en psicología concluyó que el actor no presenta daño alguno de esa índole; y d) la hipoacusia bilateral denunciada al entablar esta acción no se condice con la leve hipoacusia neurosensorial con predominio izquierdo detectada por el perito médico otorrinolaringólogo. Sobre esas bases, la sentenciante concluyó que el cuadro por el que reclamó el Sr. QUINTANA no fue acreditado en la causa así como tampoco lo fue un agravamiento de la patología existente, sin perjuicio de que este último supuesto no había sido siquiera denunciado al iniciar la presente demanda. 

La parte actora se queja de dicha conclusión y ataca, para ello, los fundamentos que, en tal sentido, le dieron sustento al decisorio en crisis. Así pues, destaca, básicamente, que la sentenciante de grado anterior no consideró lo afirmado por el perito médico en cuanto a que:a) el accionante presentó un cuadro de hipoacusia neurosensorial izquierda por debajo de los 60 decibeles, en razón del cual valoró una incapacidad de entre un 0% y un 5%; b) no pudo descartar la relación de dicha patología con las tareas desempeñadas por el actor a favor de su empleadora; y c) estimó en un 0,1% de incapacidad la detectada en el examen médico preocupacional así como lo denominó "trauma acústico no mensurable". Por otro lado, arguye la apelante que tampoco se tuvo en cuenta al momento de decidir respecto del nexo causal entre dicha dolencia detectada y el desempeño del trabajador bajo las órdenes de TIRO FEDERAL el informe presentado por el perito ingeniero y, en ese sentido, omitió considerar que el lugar de trabajo presenta riesgosidad dada por el elevado nivel sonoro por el cual la protección auditiva resulta de carácter obligatorio, ni el hecho de que durante el período que va entre el año 1997 y el 2010 no existen registros sobre la entrega de protectores auditivos al accionante los que, además, agrega, solamente mitigan -pero no evitan- los efectos del estruendo de los disparos en el oído. Añade que, en cuanto al supuesto cumplimiento de las normas de seguridad e higiene por parte de la empleadora, la sentenciante a quo no tuvo en consideración las características riesgosas del establecimiento brindadas por los testimonios agregados a la causa -sobre los que refiere que no fueron siquiera mencionados- así como tampoco el hecho de que no se dictó curso alguno acerca del correcto uso de los requeridos protectores para la audición, o el hecho de que el predio de la demandada se encuentra únicamente habilitado por el Gobierno de la Ciudad para "bañistas" y "natatorio" con finalidad recreativa. 

III.- Así las cosas, desde un punto de vista amplio, la cuestión planteada en la presente causa se reduce a determinar si el Sr. QUINTANA padece, como consecuencia de las circunstancias que rodearon el desempeño de sus tareas a favor de TIRO FEDERAL, una incapacidad permanente que lo limita en su vida laborativa y en relación dada por un cuadro de hipoacusia bilateral, en función de la cual correspondería que sea indemnizado por su empleador y la aseguradora de riesgos de trabajo -citada en garantía- bajo la órbita, respectivamente, de lo normado por los arts. 1113  y 1074  del Código Civil. 

Anticipo que, a mi juicio, las constancias y pruebas producidas a lo largo de estos actuados me conducen a concluir, al igual que la a quo, que corresponde rechazar la demanda por daños y perjuicios intentada al inicio. 

Ante todo, cabe señalar que el actor en su demanda denunció haber laborado en calidad de encargado del sector "pólvora negra" del predio de TIRO FEDERAL entre el mes de abril de 1994 y el de julio de 2007, época esta última en la cual -según expresa- tomó real conocimiento de su diagnóstico a través de facultativos de su obra social. Afirmó que el examen preocupacional al que se sometió en forma previa al inicio de la relación laboral fue aprobado en forma total y, en consecuencia, adjudicó la presencia de dicha patología a las condiciones ergonómicas de su lugar de trabajo donde se encontraba diariamente expuesto a las consecuencias dañosas del sonido extremadamente estruendoso de los disparos producidos por las armas de fuego cuya ejecución se practicaba en dicho sector de la demandada. Tildó de ineficaces a los protectores auditivos, y de tardía y parcial a la capacitación en materia de seguridad e higiene. Estimó que en función de dicha patología padece de una incapacidad física que ronda un 20% y otra psicológica de un 10% de la total obrera. La demandada TIRO FEDERAL negó la totalidad de los hechos expuestos y de las circunstancias y condiciones del lugar de trabajo donde, según invocó el demandante, se desempeñaba, y denunció que la dolencia en cuestión ya la portaba el Sr. QUINTANA con anterioridad a la relación de trabajo que mantuvo con su parte. Por último, solicitó la citación de la aseguradora de riesgos del trabajo LA SEGUNDA, con la que mantiene un vínculo contractual en el marco de la ley 24.557 desde el mes de octubre del año 2001. 

Por su parte, la citada en garantía -LA SEGUNDA ART S.A.- reconoció el contrato de afiliación con la codemandada TIRO FEDERAL, negó las dolencias que denunció padecer el Sr. QUINTANA y describió las visitas, controles, capacitaciones y recomendaciones efectuadas en el ámbito de dicha contratación, así como la denuncia que efectuó a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo en razón de la alta siniestralidad que presentaban las características del establecimiento de la empleadora demandada. 

He de referirme a los resultados de los estudios preocupacionales correspondientes a la relación laboral sub examine. A fs. 46vta. y fs. 48 obran, respectivamente, la ficha médica y audiometría correspondientes a los exámenes preocupacionales a los que fue sometido el Sr. QUINTANA con anterioridad al inicio del vínculo, de los cuales se desprende claramente que éste padecía ya en esa época (en abril de 1994) un cuadro de leve hipoacusia (v. acerca de la autenticidad de dichos estudios médicos, el informe de fs. 226 expedido por Centro Médico Belgrano S.A.). Contrariamente a las alegaciones formuladas por QUINTANA en su escrito inaugural y en torno a la aprobación de dicho examen (v. específicamente, fs. 25vta. in fine), tal circunstancia le fue debidamente notificada conforme surge del documento acompañado a fs. 52 cuya firma la perito calígrafa le adjudicó al actor (cfr. arts. 477  del CPCCN y 1028  del Código Civil, v. fs.438/439vta.) en contradicción con el desconocimiento que practicó este último en la audiencia celebrada el día 06/07/2010 (v. acta de fs. 184). 

Así pues, no sólo el actor no hizo referencia alguna en su escrito de demanda acerca de la limitación auditiva que padecía en forma previa al inicio de la relación con su contraria, y maliciosamente desconoció el instrumento mencionado a través del cual le había sido notificada tal circunstancia, sino que en esta etapa incurre nuevamente en una actitud omisiva al ni siquiera intentar rebatir las conclusiones a las que arribó la Jueza a quo a partir de las cuestiones expresadas en el párrafo anterior, analizadas en el punto "b" del considerando III, (v. fs. 611 in fine y vta.). 

De tal modo, queda descartado que la afección objeto del resarcimiento que se persigue en estos obrados se hubiera originado en las condiciones laborales en las que se desempeñó el trabajador durante el transcurso del vínculo con TIRO FEDERAL ARGENTINO sin perjuicio del modo en que fue planteado el caso (v. especialmente, fs. 25vta. in fine/26 in fine, y en contradicción con las alegaciones de fs. 620, punto "5"). Correspondía pues, en todo caso, valorar si el cuadro que ya presentaba el Sr. QUINTANA con anterioridad a la celebración del contrato -idéntico a aquél en razón del cual reclama una indemnización con sustento en el derecho común- se ha visto agravado como consecuencia de las características sonoras del ambiente de trabajo. 

En cuanto a las circunstancias verificadas con posterioridad al vínculo de trabajo, esto es, las que tendrían alguna relevancia para el caso, se observa que si bien el demandante dijo haber comenzado a percibir las manifestaciones sintomáticas en el mes de julio del año 2007, el estudio de audiometría que acompañó a fs.38/39 está fechado del 10/08/2009, vale decir que sus resultados corresponden a más de dos años posteriores a la extinción del contrato de trabajo con TIRO FEDERAL (que se produjo el 19/07/2007, extremo sobre el cual no existe controversia). Sin perjuicio de ello, carece de seriedad que el propio actor, con el fin de acreditar sus extremos, traiga a la causa un examen en el cual la profesional en medicina indique que ".los valores obtenidos no son confiables. El paciente no presentó respuestas confiables. Se sugiere pruebas de simulación." (v. especialmente indicación de fs. 39 in fine) ya que, como es obvio, tal observación impide darle la razón al accionante en ese aserto. 

Pero aún de descartar dicho instrumento, de la pericia médica producida en autos surge otro tanto en similar sentido. Digo ello, pues, el experto en medicina, tras solicitar nuevos estudios médicos complementarios (cfr. recetarios de fs. 453/454 y escrito de fs. 455), informó -tal como arguye la apelante- que el Sr. QUINTANA presenta una hipoacusia neurosensorial izquierda por debajo de los 60 db "cuyos umbrales de presión sonora no pueden ser valorados por tratarse de umbrales obtenidos por respuesta bioeléctrica, ante la manifiesta negativa por parte del actor para determinar reales umbrales de presión sonora en decibeles con el fin de valorar incapacidad por hipoacusia" (el resaltado no pertenece al original, v. fs. 545 in fine, anteúltimo párrafo). Al respecto, dictaminó el experto, sobre la base de los resultados del examen semiológico y de los estudios complementarios antes mencionados que el Sr. QUINTANA asumió "una grosera actitud simulatoria de hipoacusia". Tras la solicitud de aclaraciones por la parte actora, el Dr. Eranchini añadió que, en el caso del actor, ". se han agotado los métodos para poder conseguir umbrales suficientemente confiables para valorar su real incapacidad ." y aclaró que sólo podría ser valorada si el actor decidiese desistir de dicha actitud simulatoria (el resaltado me pertenece, v. escrito de fs.551). 

Así pues, distintos profesionales en la materia arriban a similares conclusiones ya que tanto el auxiliar designado en autos como al que concurrió el actor en forma privada al entablar esta acción coincidieron en el sentido de la evidente pretensión de este último de aparentar una dolencia en forma exagerada, sobre la base de los resultados arrojados por los exámenes a los que fue sometido (incluso aquellos solicitados en forma complementaria), lo que me permite considerar que la pericia médica de autos constituye un estudio serio y razonado respecto de la conducta simulada del reclamante a los fines de evaluar su estado actual (art. 477 CPCCN). 

A esta altura del análisis, pareciera estar demás decir entonces que, a mi juicio, el informe médico cuestionado se sustenta de manera correcta en los distintos exámenes que obran en autos (v. fs. 38/39 y los contenidos en los sobres de fs. 419 y fs. 531) y, además, en sólidos argumentos científicos, por lo que en tal sentido las cuestiones articuladas en la presentación bajo estudio sólo traducen una mera discrepancia con el criterio evaluador del experto. 

No soslayo que en la audiencia celebrada el día 12 de Marzo del corriente (cfr. constancias de fs. 569/570), el perito médico designado en autos señaló en forma algo contradictoria en relación con su informe -y posteriores aclaraciones- que, a pesar de la imposibilidad técnica de establecerlo en forma certera por la ya mencionada reprochable y reiterada conducta del examinado, la deficiencia en la audición del Sr. QUINTANA equivaldría, estimativamente, a una incapacidad de entre un 0% y un 5% de la total obrera. Sin embargo, la expresión en tal sentido no permite considerar que el accionante se encuentra incapacitado más allá de la limitación auditiva que ya presentaba al momento de ingresar a trabajar bajo las órdenes de la demandada ya que no constituye aquél un diagnóstico con características precisas a partir del cual se pueda afirmar una extensión del daño preexistente. De tal modo, contrariamente a lo alegado por el apelante en su memorial, la sentenciante no se apartó de lo dictaminado por el experto otorrinolaringólogo a la hora de juzgar no acreditada la dolencia en función de la cual reclamó (v. primer párrafo de fs. 613), pues, la escala de valoración de incapacidad que indicó no permite afirmar en forma cierta que el cuadro de leve hipoacusia portado por QUINTANA se hubiera visto afectado negativamente por las características ergonómicas del lugar de trabajo donde éste se desempeñaba. Nótese que también en dicha oportunidad el perito explicó que esta dolencia puede ser compatible con las tareas que desarrollaba tanto como con "otra etiología vascular o tumoral, por enfermedades degenerativas, o un problema del nervio acústico", lo que no pudo ser siquiera vislumbrado en el caso de autos, ante la imposibilidad de determinar el nivel de hipoacusia a través de la tabla de evaluación correspondiente (a lo que cabe añadir que sí se comprobó en autos la inexistencia de daño psíquico, cfr. tests de fs. 424/430). 

Por los motivos expuestos, la descripción del nivel sonoro del sector de "pólvora negra" del predio de la demandada que hacen los testigos ALDAY (a fs. 279/281) y CHANES (a fs. 478/481) -ofrecidos por la parte demandante- y la que, técnicamente, efectúa el perito ingeniero (v. fs. 484/497 y anexo 3.1 de fs. 513), no resultan relevantes a los efectos de dar apoyatura a la postura asumida por el actor ya que el análisis de la causalidad que pudiera existir entre esta dolencia determinada y la índole del ambiente laboral donde QUINTANA desempeñaba sus tareas, legalmente requiere la existencia de un daño distinto, claro está, al originado con anterioridad al vínculo en razón del cual reclama un resarcimiento económico, o por cosa distinta por la que la empleadora resulta objetiva y extracontractualmente responsable (cfr. art. 1113 del Código Civil), extremo que, en función de las consideraciones efectuadas, no logró demostrar (art.377 CPCCN). 

Consiguientemente, propicio mantener la sentencia apelada en cuanto rechaza la demanda por daños y perjuicios. 

IV.- Despejadas las cuestiones de fondo, me abocaré a tratar la queja vertida por TIRO FEDERAL ARGENTINO en torno a la imposición de las costas en el orden causado. Aduce la recurrente que en razón de resultar vencido en el pleito, las costas deberían ser soportadas en su totalidad por su contraria. 

Entiendo que le asiste razón a esta apelante. 

En efecto, la exención de costas que autoriza el art. 68  del CPCCN procede, en general, cuando "media razón fundada para litigar", expresión ésta que contempla aquellos supuestos en que, por las particularidades del caso, cabe considerar que el vencido actuó sobre la base de una convicción razonable acerca del hecho invocado en el litigio. Sin embargo, no se trata de la mera creencia subjetiva en orden a la razonabilidad de su pretensión, sino de la existencia de circunstancias objetivas que demuestren la concurrencia de un justificativo para eximirlo de costas y sólo ha de disponérsela cuando existan motivos muy fundados, por la preponderancia del criterio objetivo de la derrota (C.N.A. Civ., Sala E, 26/12/97, "Becerra de Delgado, Ana Cecilia c/ Delgado, José Hugo s/ medidas precautorias"). En el caso, no advierto motivos objetivos que justifiquen la exención, máxime teniendo en cuenta los términos de los instrumentos aportados por la parte actora (fs. 38/39) con anterioridad a la traba de la litis. 

En consecuencia, sugiero modificar el fallo apelado e imponer las costas de primera instancia y las de esta etapa en su totalidad a la parte actora (art. 68, primer párrafo, CPCCN). 

V.- En cuanto a las apelaciones de honorarios, en atención al resultado del pleito, a la calidad y extensión de las tareas desempeñadas, estimo que los regulados a los peritos contador, médico psicólogo y calígrafo lucen reducidos, por lo que propongo elevarlos a la suma de $ 4.800 a cada uno de ellos.En cambio, los estipendios fijados a los restantes peritos (médico e ingeniero) y a las representaciones letradas de las partes no lucen elevados, y sugiero, en consecuencia, su confirmación (cfr. art. 38 de la ley 18.345, arts. 6, 7 
, 8, 9 
 y conc. de la ley 21.839, art. 3°  del decreto 16.638/57 y demás normas arancelarias vigentes). 

Finalmente, los honorarios de los profesionales intervinientes en la Alzada se regulan en el .% de lo que les corresponden a las respectivas representaciones letradas por su actuación en la instancia anterior (art. 14 , ley 21.839). 

VI.- En síntesis, de prosperar mi voto, correspondería: 1) Confirmar la sentencia apelada en todo cuanto ha sido motivo de agravio de fondo. 2) Modificar la distribución de las costas e imponerlas, en ambas instancias, a cargo de la parte actora. 3) Elevar los honorarios regulados a los peritos contador, médico psicólogo y calígrafo a la suma de $ 4.800 a cada uno de ellos. 4) Regular los honorarios de los profesionales intervinientes en la Alzada en el .% de lo que les corresponden a las respectivas representaciones letradas por su actuación en la instancia anterior (art. 14, ley 21.839). 

La doctora Silvia E. Pinto Varela dijo: 

Por análogos fundamentos adhiero al voto que antecede. 

Por ello, el Tribunal RESUELVE: 1) Confirmar la sentencia apelada en todo cuanto ha sido motivo de agravio de fondo. 2) Modificar la distribución de las costas e imponerlas, en ambas instancias, a cargo de la parte actora. 3) Elevar los honorarios regulados a los peritos contador, médico psicólogo y calígrafo a la suma de $. a cada uno de ellos. 4) Regular los honorarios de los profesionales intervinientes en la Alzada en el .% de lo que les corresponden a las respectivas representaciones letradas por su actuación en la instancia anterior (art. 14, ley 21.839). 

Cópiese, regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase. 

SILVIA E. PINTO VARELA - Juez de Cámara - 

HÉCTOR C. GUISADO - Juez de Cámara - 

ANTE MI: 

SILVIA SUSANA SANTOS - Secretaria -


